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Resumen

En los últimos años ha existido un reclamo generalizado, desde los gobiernos latinoamericanos, hacia una mayor presencia estatal en la potenciación de los procesos productivo-industriales. No obstante, esos reclamos hacia una mayor implicación estatal deben ir acompañados por la preocupación y el desarrollo de sólidas capacidades institucionales en las propias estructuras del estado que se reclama. Existen escasas profundizaciones teórico-metodológicas y empíricas sobre esta temática en la región latinoamericana, y su evaluación parece ser una materia pendiente, aun cuando tal situación revierte el carácter de precondición para la intervención estatal en el campo de la acumulación. En ocasiones, la intervención estatal ha sido desacreditada ab initio por una aparente escasez de capacidad, a partir de la premisa que sostiene que “los Estados deben hacer sólo aquello que son capaces de hacer” (BM 1997). En ese marco, en este trabajo proponemos la necesidad de recuperar el estudio de las capacidades estatales como condición de un adecuado apuntalamiento del perfil productivo-industrial que la región latinoamericana ha emprendido en los últimos años. Planteamos la justificación de contar con capacidades internas e infraestructurales sólidas, presentamos una metodología para su estudio, y mostramos los resultados de un análisis de caso sobre las capacidades estatales a nivel meso regional en la provincia de Santa Fe (Argentina) para indicar en qué medida los reclamos discursivos de mayor presencia del estado desde los gobiernos latinoamericanos deben ser complementados –a juzgar por las debilidades detectadas- con un previo fortalecimiento y calificación de las estructuras estatales.  

Introducción 

Tras cierta desilusión hacia las políticas neoliberales aplicadas en las últimas décadas y el legado social que desencadenaron en los países latinoamericanos, muchos gobiernos nacionales emergentes en el último lustro en la región –inspirados incluso en las exitosas experiencias asiáticas– han estado reconociendo y reclamando la necesidad de reapelar a una nueva y activa implicación estatal para formular estrategias de desarrollo que conjuguen el fortalecimiento de la capacidad industrial endógena con una adecuada inserción en los segmentos más dinámicos de la economía internacional.  

No obstante, el Estado requerido para desempeñar tan estratégicas tareas no es el mismo ni en la forma ni en la implicación que asumía durante la etapa fordista de la posguerra. Se trata en realidad de una estatidad que, más allá de las especificidades nacionales y regionales, se encuentra obligada a realizar una profunda reformulación morfológica y funcional que le permita adaptarse a las nuevas condiciones de la reproducción global posfordista. Bajo dichas transformaciones, particularmente en el difícil escenario de los developing countries, el Estado enfrenta el inmenso desafío de generar capacidades institucionales no siempre bien conformadas ni desde sus trayectorias históricas ni desde las actuales transformaciones estructurales surgidas en estos países. 

La preocupación por el fortalecimiento de las estructuras estatales, inicialmente problematizada en los 80s para los países centrales no fue sin embargo profundizada teórica ni metodológicamente, siendo escasos los estudios empíricos encontrados que focalizaron en la descripción de las cualidades institucionales estatales (Haggard, y Kaufman, 1995). Durante los 90s, los estados Latinoamericanos en general, y el argentino en particular, han experimentado una profunda reforma estructural que no casualmente alcanzó al estado y pretendió su reformulación. Y aunque dichas reformas incluyeron ejercicios para intentar traer al estado de vuelta al primer plano (BM, 1997), parecen haber contribuido mayormente para indicar los condicionantes que pesan a una intervención estatal, sobre todo en el área productivo-industrial (Fernández; Guemes; Vigil, 2006), desacreditándola por su aparente escasez de “capacidad” (BM 1997; 2002) (WB 99/2000). 

Aquella preocupación inicial por el fortalecimiento de las estructuras estatales fue luego disolviéndose en un más genérico discurso por la calidad institucional vinculada –por ejemplo– a la inclusión de nuevas herramientas de gerenciamiento estatal, o bien, hacia novedosos esquemas de medición de resultados, o las mas actuales preocupaciones por la transparencia y la rendición de cuentas (accountability) (BM 2002), donde fue perdiendo centralidad el fortalecimiento de las capacidades estatales productivo-industriales. Sin embargo, a casi 20 años del inicio de las reformas estructurales en América Latina, la evaluación de las calidades estatales ha quedado aun pendiente, siendo relevante evaluar en qué medida dichas transformaciones sobre el estado contribuyeron a generar un actor política y organizacionalmente dotado de capacidades institucionales para asumir el reclamado esfuerzo de apuntalar el crecimiento económico con perfil productivo industrial. Es decir, quedó sin respuesta el interrogante ¿se jerarquizaron efectivamente las áreas estatales más relevantes para promover procesos consistentes de desarrollo? 

En el marco de las estrategias de descentralización que se derivaron precisamente desde la etapa de reformas estructurales de los 90s en América Latina, la verificación de las calidades institucionales estatales en la promoción de los procesos de acumulación ha venido a cobrar mayor relevancia. Dichas estrategias descentralizadoras conjugan con la jerarquización de los espacios regionales como nodos estratégicos del proceso de globalización que aparecidos con los programas de flexibilización de los esquemas de producción que modificaron los patrones de hiper-rigidez que guiaron una buena parte de la producción estandarizada fordista. En ese escenario, el estado regional fue colocado complementariamente al estado nacional (Fernández, 2005), configurándose una plataforma multiescalar donde el estado regional fue asumiendo un rol fundamental en la motorización de las redes de cooperación a escala local, donde se desarrollan las ventajas estáticas de la aglomeración y las dinámicas de la innovación. Sin embargo, y para enfrentar los desafíos señalados, las instancias regionales del estado –mas aun en los ámbitos periféricos– requieren también de una conformación institucional potente y cualificada, aunque no siempre considerada y evaluada desde los estudios del desarrollo regional y local. 

El reclamo discursivo de una mayor “presencia estatal” en el escenario productivo latinoamericano, requiere entonces de un análisis que revele la calidad y fortaleza con las que cuentan las estructuras institucionales estatales para el diseño, elaboración, y aplicación de políticas públicas y acciones tendientes fundamentalmente a la articulación, reordenamiento y disciplinamiento de los actores económico-productivos. Proponemos en ese sentido una superación del ejercicio declamativo para colocar al estado –nacional y regional– de vuelta en el primer plano como un “motor” de los procesos productivos de los países latinoamericanos. 

Para ello, estructuramos el trabajo en tres partes. En la primera parte, presentamos los fundamentos del rescate de las capacidades institucionales del estado en general, y del estado regional en particular en la promoción de los procesos productivos. En la segunda parte y en el marco de la importancia de las capacidades estatales proponemos una metodología para estudiar sus características internas y morfología a partir de seleccionar determinadas “áreas estratégicas” vinculadas a los procesos productivos territoriales. Diferenciamos allí entre capacidades internas e infraestructurales. En la tercera parte, y a partir de un estudio de caso en Argentina, icono de las reformas estructurales implementadas en América Latina durante los 90s (Evans 2001) y en el nivel meso regional de la provincia de Santa Fe, una de las provincias mas importantes del país, verificamos las capacidades estatales en aquellas “áreas estratégicas” para la potenciación de los procesos de acumulación. El diagnóstico derivado del estudio nos permitirá evaluar las condiciones iniciales para reapelar al estado como un motor del desarrollo regional y nacional.

1. La recuperación del estado desde la reconsideración de las capacidades institucionales
En medio del reclamo de mayor involucramiento institucional estatal se ha señalado la existencia de nuevas y variadas formas y modalidades de implicación, que, requiriendo una redefinición morfológica del estado, ha estado fundada, como mencionamos, en la descentralización y en la configuración de un Estado polífórmico (Brenner, 1999: 439-440; 2004) que, en el marco de la importancia estratégica que aun preservan los Estados nacionales (Weiss, 1998), (Navarro, 2000), define su dinámica fundamentalmente desde el protagonismo de los gobiernos locales y regionales. Ha sido en el contexto de las “áreas de desarrollo más avanzadas”, como las de la EU, donde los gobiernos regionales han ido abandonado la tendencia a actuar como receptores de macro decisiones tomadas exógenamente y se convirtieron en “forjadores de redes territoriales de acumulación endógena”, protagonizadas por las fuerzas económicas y sociales que componen el nivel local (Vázquez Barquero, 1992), (Keating, 1998).

En ese sentido, se ha señalado la existencia de un “giro escalar” del Estado hacia su mayor regionalización, adquiriendo en este nivel gran cantidad y diversidad de roles y funciones (Keating, 1998), (Jessop, 2002), (Jones, 2001), (MacLeod, 2001). Y aun en medio de los debates acerca de cual es la escala prioritaria de intervención estatal, lo cierto es que la estatidad regional ha asumido un papel central en la “motorización” de las redes de cooperación a nivel local necesarias para que se desarrollen las ventajas estáticas y dinámicas basadas en la innovación, que permitan a las regiones la inserción en las mas dinámicas cadenas de valor global. 

Pero así como la reinstalación de la estatidad reconoce la reestructuración escalar del Estado, en la que se redefine el rol de las diferentes instancias del Estado, sus interacciones y funciones estratégicas, la reasunción del Estado como un “motor” en la reelaboración de aprendizajes orientados a generar un desarrollo regional de carácter integral (que comprende a los territorios periféricos) requiere también reconocer -mas allá de la nueva morfología y contenidos- los atributos de la estatidad regional, traducidos como capacidades estatales de los gobiernos regionales. 

1.1. Los atributos de la estatidad y el desarrollo de capacidades al nivel regional 

Los desarrollos de la sociología institucional comparada a la que nos hemos referido han mostrado (trabajando sobre el nivel nacional) que las posibilidades abiertas a los Estados están directamente vinculadas con las capacidades históricamente construidas en las estructuras que forman ese Estado. La tarea que se impone, entonces, pasa por precisar estas capacidades estatales regionales, es decir por “...la identificación de la presencia (o ausencia) de determinadas estructuras organizacionales que se muestran críticas a la habilidad de las autoridades estatales para emprender determinadas tareas” (Evans, Rueschemeyer, Skocpol, 1994).

La tarea de comprensión de las capacidades y sus efectos, exige reconocer que los policies legacies y el cuadro de aprendizajes históricamente desarrollados, no sólo han dado lugar a las especificidades de los diferentes cuadros institucionales de los países, sino que de los mismos se desprenden Estados con capacidades diferenciales que explican, en gran medida, las trayectorias del desarrollo alcanzado por cada uno. Autores como Skocpol, Hall, Ikanberry y Evans se han preocupado en resaltar que las debilidades o fortalezas de los Estados, están directamente vinculadas con sus capacidades históricamente desarrolladas (a partir de esos aprendizajes).

Los desarrollos realizados desde las ciencias políticas y la economía institucional, a su vez, mostraron que un Estado con altas capacidades no viene dado por su volumen (generalmente operacionalizado a través del coeficiente Gasto Público/Producto Bruto Interno) (Rodrik, 1998), sino por la fortaleza adquirida por sus instituciones y las redes de articulación desarrolladas históricamente por el Estado con los actores económico sociales (Katzenstein, 1977). Al momento de precisar la construcción de dichas capacidades, la corriente de producción académica que asocia el desarrollo a la centralidad de la implicación estatal, fue fusionando los más ricos elementos de Weber (1919/1921) y Polany (1946), así como los más actuales de Mann (1991) y Granovetter (1985), para destacar que el basamento de las capacidades estatales, tiene lugar a partir de una tan necesaria como retroalimentaria asociación entre una autonomía en las estructuras centrales de decisión estatal y una penetración de dichas estructuras en el escenario económico social, a través de las que se establecen sólidas interacciones con los actores económico sociales que configuran esos escenarios. Sin duda, ha sido el enfoque del sociólogo de Berkeley, Peter Evans (1995), una de los más satisfactorios a la hora de traducir conceptual y operativamente esta combinación de elementos, por medio del uso del término “autonomía enraizada”, término que, como ha indicado Schneider, si bien hace referencia a dos conceptos con sentidos aparentemente contradictorios, marcan en realidad las “dos vías” de construcción de las capacidades estatales (Schneider, 1998).

1.2. Capacidades internas y obtención de autonomía

En línea con aportes como los de Haggard y Kaufman (1995), enfoques como el de Evans han insistido en la relevancia que para el desarrollo de capacidades estatales adquiere la obtención de autonomía. En tanto capacidad de producir decisiones no vulnerables exógenamente, dicha autonomía se traduce como un blindaje de las estructuras estatales que, por un lado, permite a las mismas obtener maniobrabilidad ante el juego de presiones que realizan los intereses sectoriales o fraccionales y evitar que la dinámica estatal sea fagocitada por intereses particularistas, con lógicas, la mayor de las veces, contrapuestas (Zysman, 1991), (Haggard; Kaufman, 1995); por otro, otorga consistencia y calidad en la formulación y ejecución de sus ideas, desarrollando una visión endógena cualificada de la acción estratégica del Estado.

Ahora bien, esta autonomía se obtiene a partir de una serie de atributos que deben estar presentes en la(s) estructura(s) estatal(es), y a los que denominamos “capacidades internas del Estado” por estar instalados los mismos al interior de las agencias estatales. Las investigaciones sobre las exitosas implicaciones estatales en el sudeste asiático, han resaltado que el componente fundamental de dichas capacidades internas ha estado dado por la existencia de burocracias altamente organizadas en escenarios de alta calidad institucional (Wade, 1990), (Zysman, 1991), (Haggard; Kaufman, 1995), (Evans, 1995), (Prats, 1999). La obtención de una fuerte capacidad estatal interna a partir de los aspectos señalados tiene lugar entonces desde la verificación de dos aspectos que deben existir articuladamente: una adecuada combinación de fortaleza y calidad en los recursos materiales y humanos y un elevado nivel de organización de estos últimos. Puesto desde el campo territorial, la obtención de sólidas capacidades internas actúan como un prerrequisito innegociable para otorgar a las instancias regionales del Estado claridad y calidad en las ideas y los objetivos operativos, a la vez que invulnerabilidad ante los intereses particularistas de base local; dos aspectos básicos éstos para asumir las analizadas tareas de “primeros motores” en la rotura y reelaboración de aprendizajes sociales que potencien las redes de actuación territorial.

1.3. Capacidades infraestructurales: el enraizamiento y la sinergia estatal-social

La obtención de la autonomía lograda a partir del desarrollo de las capacidades internas, no agota la comprensión de la centralidad de la capacidad del Estado para explicar la transformación económica social. Garantizada la autonomía, las estructuras estatales (en este caso las regionales) requieren de una nueva dimensión de la capacidad, también históricamente elaborada, que denominamos capacidad infraestructural. La misma consiste en la aptitud para penetrar en la sociedad y desarrollar un alto poder operativo a partir de nutrirse de las energías, conocimientos y recursos sociales (Mann, 1991), (Ikenberry, 1986).

A través de un proceso de “enraizamiento” de las agencias estatales regionales en el escenario donde se desempeñan los actores económicos y sociales, las capacidades infraestructurales pasan a actuar complementariamente a las capacidades internas, evitando el aislamiento de las burocracias y los decision makings que actúan con ellas, y enriqueciendo los instrumentos, los conocimientos y la maniobrabilidad del Estado ante el crecientemente complejo campo de actores de la sociedad civil (Hall; Ikenberry, 1993), (Ikenberry, 1986), (Evans, 1992 ), (Schneider,1998).

A su vez, la capacidad infraestructural lejos está de dar lugar a un proceso confiscatorio o debilitador de la sociedad civil y sus actores, que finaliza en un “juego de suma cero” entre sociedad civil y Estado, tal como se desprende de algunos planteos efectuados tanto en perspectiva histórica (Mann, 1991), como contemporánea (Coleman, 1990). Por el contrario, la interacción de los actores sociales con el Estado abre posibilidades para producir un proceso de fortalecimiento mutuo que, asentado crecientemente sobre el concepto de “co-producción”, permite una solidificación de las redes de actuación a nivel territorial, a la vez que una cualificación de las políticas públicas que se propone el Estado (Putnam, 1993b), (Nugent, 1993), (Evans, 1996). En síntesis, la capacidad infraestructural lograda por el “enraizamiento” de las estructuras estatales, habilita el desarrollo de una sinergia retroalimentaria donde los actores sociales cooperan con las estructuras estatales, pero también, como muestra la experiencia asiática, dichos actores quedan sujetos a ciertos marcos de disciplina que imponen las estrategias elaboradas en las oficinas estatales que cuentan con sólidas capacidades internas (Schneider, 1998), (Amsdem, 1989), (Bigss, 1988).

Volviendo sobre el plano territorial, las posibilidades abiertas desde las capacidades internas (claridad y neutralidad de ideas) para quebrar los legacies particularistas, e impulsar los nuevos aprendizajes colectivos a escala regional, encuentran en las capacidades infraestructurales un complemento tan necesario como ineludible. A través de la sinergia retroalimentaria a que dan lugar las capacidades infraestructurales, los gobiernos regionales adquieren posibilidades, no sólo de dotar cualitativamente de información y conocimiento a sus agencias implicadas en la planificación regional, sino también (y paralelamente) de expandir al nivel territorial los impulsos desarrollados desde estas últimas para generar nuevos aprendizajes de organización y acción social que alienten la obtención de las ya analizadas ventajas estáticas y dinámicas. 

Ahora bien, ¿cómo deben verificarse las cualidades institucionales estatales en el marco de la recientemente mencionada necesidad de contar con áreas, niveles y estructuras capaces y autónomas para la organización y enraizamiento de los actores productivos regionales?

2. Líneas de acción para el estudio de las capacidades estatales (al nivel regional)

La tarea ahora consiste en avanzar en la construcción de una estrategia que nos permita responder a la pregunta: ¿cómo evaluar las capacidades internas e infraestructurales de las oficinas estatales? 

2.1. Las capacidades estatales internas
En este primer caso, apelamos a un esquema formado por tres dimensiones de análisis: hardware, software y orgware, lo suficientemente estructurado y flexible para analizar cuantitativa y cualitativamente a las capacidades estatales inetrnas. Desde el hardware procuramos una evaluación de los recursos y los instrumentos financieros. Por medio del software se intenta una evaluación de los recursos humanos. Finalmente, mediante el orgware se pretende una evaluación de los patrones de organización de esos recursos implicados al interior de las oficinas. Los tres aspectos se encuentran fuertemente articulados y son, no sólo condición de existencia de los restantes, sino requisito para la obtención de una dinámica estatal colectiva sustentada en altas capacidades.

a. El hardware (regional) y su contribución en la determinación de las capacidades internas

En el campo del hardware, se vuelve relevante evaluar, fundamentalmente en forma cuantitativa, los recursos de las oficinas estatales. Para ello se impone un análisis individual y comparado de los insumos fiscales, así como de los instrumentos formal e informalmente otorgados para el cumplimiento de los objetivos trazados por el estado.

Los recursos fiscales en el estudio del hardware estatal-regional

Como bien ha indicado en su momento Sckocpol “los medios del Estado para captar y emplear recursos financieros nos dicen más que cualquier otro factor individual sobre sus capacidades actuales para crear o reforzar las organizaciones del Estado, para contratar personal, para lograr el apoyo político, para subvencionar iniciativas económicas y para financiar programas sociales” (Skocpol, 1989). La existencia y evolución de los recursos, expresan la fortaleza asignada a las oficinas estatales para intervenir en la política pública. Ahora bien, los recursos de las oficinas indicadas son generalmente evaluables a través de su capacidad de gasto. Todo lo cual permitiría desarrollar un examen (i) holístico; (ii) comparado; y (iii) diacrónico.

(i) El examen holístico permite, a partir de un esquema piramidal, evaluar la capacidad fiscal (“capacidad de fuego”) adquirida por aquellas “áreas ministeriales” más ajustadas a la promoción de los procesos productivo-industriales, hasta las agencias u oficinas estatales vinculadas a la promoción directa de dichos procesos. 

(ii) Ese enfoque general de los recursos fiscales, gana consistencia al mostrar la importancia relativa dada a esas áreas y estructuras estatales a través de una estrategia comparada, cotejando los recursos fiscales de las áreas económicas con los de aquellas que se implican en el sostenimiento de las áreas de gobierno o de legitimación social. Luego, al interior del área económica, resulta relevante comparar la “capacidad de fuego” de las estructuras ministeriales vinculadas al estímulo directo a los procesos productivos –Ministerio de la Producción o de Desarrollo– respecto de las de administración de las finanzas públicas y los equilibrios macroeconómicos generales –Ministerio de Hacienda y/o Finanzas.

(iii) El examen diacrónico de los recursos fiscales permite evaluar su desenvolvimiento a través del tiempo, verificando si las capacidades relativas obtenidas por las estructuras estatales bajo análisis experimentan procesos de fortalecimiento, estabilidad o regresión.

El “origen de los recursos”, clave para la determinación de la autonomía y asignación de las prioridades de financiamiento (endeudamiento)

Junto a la determinación de la cantidad de recursos que son asignados dentro de estrategias globales a las diferentes áreas y estructuras estatales, es fundamental determinar el origen de los recursos que conforman las mismas, diferenciando entre aquellos de origen exógeno a las estructuras analizadas de los que son endógenos a las mismas. Por recursos endógenos nos referimos a aquellos adjudicados ordinariamente como resultados de programas de presupuesto, respecto de los cuales el Estado tiene plena disponibilidad para desarrollar objetivos autónomos. Por recursos exógenos entendemos aquellos financiamientos que (aunque presupuestarios) operan en calidad de créditos o subsidios, cuya asignación, disposición o destino, tiene origen (nacimiento) total o parcial en instituciones públicas o privadas externas a las áreas o estructuras estatales consideradas, y que son descargados en estas últimas para desarrollar objetivos específicos (fijados total o parcialmente por los organismos externos).

El primer aspecto que se impone considerar, atendiendo a la espectacular presencia que ha asumido en nuestra realidad y en el funcionamiento estatal, es la participación del financiamiento internacional en la estructura de recursos-gastos del conjunto del Estado provincial, evaluándolo comparadamente con el financiamiento exógeno a la provincia (de origen nacional) que arriba en calidad de préstamos, así como con los recursos propios con que cuentan los Estados como resultado de las transferencias legales de recursos y de los ingresos fiscales propios. Posteriormente, cabe abordar cuales son los diferentes tipos de recursos exógenos que participan en el financiamiento del área de la acumulación, considerándolo comparadamente con las demás áreas ya mencionadas. Al interior de las áreas económicas, la medida en la que participan los financiamientos exógenos y endógenos en las estructuras estatales ministeriales encargadas de la promoción de redes productivo-territoriales industriales, considerándolo comparadamente en función a la relevancia que han adquirido las estructuras vinculadas a Hacienda
.

Mantenimiento operativo y soporte a acciones externas

Mayor especificidad obtenemos en este análisis si incorporamos una nueva distinción entre aquellos recursos-gastos volcados al mantenimiento operativo de las oficinas analizadas (evaluando los gastos corrientes) y aquellos que tienen como destino soportar las acciones externas emprendidas por las oficinas para cubrir sus objetivos (evaluando los gastos de capital), sean ellos a través de gastos de capital hard, como los destinados a las infraestrucuturas materiales que van a utilizarse en la operatoria territorial, o bien los gastos soft, destinados a la formación y al suministro de información para potenciar las redes de actuación territorial.

Ello aporta indicadores orientativos de peso al momento de evaluar la capacidad de acción externa adquirida por las oficinas estatales vinculadas a la potenciación de los procesos productivo-industriales del área económica en relación con otras oficias de la misma área, y mas aun con relación a oficinas de otras áreas (social, o de gobiernos, por ejemplo). Resulta relevante también pasar desde un análisis cuantitativo a otro cualitativo, determinando los criterios existentes para aplicar dichos gastos, precisando si se han priorizado los emprendimientos individuales, o los de promoción de la organización colectiva de actores en el ámbito territorial.

b. El software (regional) y su contribución a la determinación de las capacidades internas

La determinación de las capacidades internas a través del examen del software estatal regional, implica un análisis cuantitativo y especialmente cualitativo de los recursos humanos de las oficinas estatales, permitiendo visualizar quién compone las oficinas estatales y qué calidades posee ese personal que gestiona y aplica los recursos y los instrumentos examinados en el hardware. Se vuelve necesario para ello diferenciar cuatro aspectos fuertemente relacionados: I) Tipo de personal; II) Tipo de reclutamiento; III) Nivel de formación del personal y su relación con las funciones específicas; IV) Sistema de Capacitaciones del personal que desarrolla actividades en el estado. 

I) La determinación del tipo de personal requiere apelar a la tradicional diferenciación en los estudios de la administración estatal entre aquel personal tradicionalmente denominado político y aquel administrativo-burocrático (Thwaites Rey, 2001). Si bien las escisiones funcionales de carácter dicotómico, como aquellas que asignan al personal político el rol de generar ideas y decisiones y al personal administrativo-burocrático la implentación de estas últimas, ciertamente no tienen ya cabida (Oszlak, 1984), (Aberbach, Rockman, 1988), la separación analítica entre estos dos tipos de funcionarios sigue siendo relevante para comprender la composición y la dinámica de las estructuras estatales. Podemos operacionalizar al personal político como aquel que desarrolla funciones específicas durante determinadas gestiones ministeriales, cumpliendo un ciclo de tareas (políticamente) determinado (y posiblemente renovable) y respondiendo a designaciones arbitrarias de las conducciones ministeriales o áreas gubernamentales regionales superiores. Podemos identificar al personal administrativo-burocrático, como aquel vinculado a un estatuto administrativo, pudiendo formar parte de una planta permanente, o bien actuar como personal transitorio, a través de un contrato que regula el desempeño de servicios específicos.

II) El segundo paso consiste en determinar, en ambos tipos de personal, la modalidad de reclutamiento a través del cual se incorporan a las oficinas estatales. En lo que respecta al “personal político”, es relevante precisar si proviene: a) de algunas de las áreas ministeriales, donde se hubiera desempeñado en calidad de personal técnico-burocrático; b) de organizaciones académicas públicas en las cuales se desarrollan estructuras de investigación reconocidas, precisando si se desempeña allí en forma permanente o parcial; c) de organizaciones empresarias o fundaciones financiadas por actores privados, de origen local o internacional, precisando si desempeñan en estos ámbitos actividades de investigación, gestión o formación en forma permanente; d) de organizaciones o equipos técnicos de estructuras partidarias temporariamente gobernantes; siendo relevante, en tal caso, indicar si las mismas constituyen instancias temporarias para formular las propuestas programáticas, o si constituyen organizaciones permanentes en las cuales los funcionarios se desempeñan en tiempo completo.
 En tanto, en lo que respecta al reclutamiento del “personal técnico-burocrático”, es fundamental determinar si la incorporación se ha realizado a través de procesos que garanticen la selección por méritos, o si se imponen mecanismos arbitrarios. Trabajos como los de Rauch y Evans (1999; 2000), procurando testear la “hipótesis weberiana”, han demostrado con solvencia estadística y a través de un apabullante estudio comparativo sobre 35 países en “vías de desarrollo”, que la modalidad de incorporación al Estado a través de “servicios civiles” que garantizan criterios de selección meritocrático, constituye la variable más importante para evaluar tanto la performance del Estado como el crecimiento económico de esos países. 

III) La determinación de la calidad del personal exige que, como un elemento cuantitativo de carácter general, se determine cuál es nivel de educación formal (primaria, secundaria y universitaria o postuniversitaria), no sólo del personal administrativo burocrático, sino también del político, analizándola en forma individual y comparada con otras oficinas de la misma u otras áreas ministeriales, y en caso de los niveles más altos de educación, estableciendo si los mismos se vinculan con las actividades desempeñadas (Peters, 1999)
. Los datos emergentes de este análisis, requieren, a su vez, ser articulados con los provenientes del tipo de reclutamiento, verificando si el personal político, en caso de tener altos niveles de formación, ha capitalizado la misma desarrollando actividades (a tiempo completo) en las instancias públicas. Un personal político altamente cualificado por su especialización, que se articula a “trayectorias previas”, implica la existencia de recursos humanos que pueden garantizan un alto nivel de especialización, pero fundamentalmente indica la posibilidad de formular programas de acción consistentes en sus ciclos de gestión. El mismo acto analítico y comparativo debe efectuarse con el personal burocrático administrativo perteneciente a los escalafones superiores.

IV) Como corolario resulta necesario indagar en materia de capacitación de los recursos humanos. En su conjunto, las capacitaciones se presentan como elementos sumamente útiles y complementarios al ingreso meritocrático, ya que permitirían un adecuado expertise del personal, con conocimientos actualizados y herramientas metodológicas novedosas para el abordaje en terreno de las políticas que el estado implementa. Ello implica verificar la existencia de un sistema de capacitaciones coordinado y actualizado a lo largo del tiempo, donde el alcance al conjunto del personal y las temáticas acordes a los objetivos de cada oficina sean variables esenciales. 

c. El orgware (regional) y su contribución en la determinación de las capacidades internas

La capacidad organizacional de las oficinas estatales tiene un papel complementario del hardware y el software: el volumen de recursos (hardware) y la diversidad de instrumentos endógenos (hardware) y tipos de personal idóneos (software) se vuelven relativos para potenciar las capacidades internas si no existe una coordinación de estos últimos (orgware). Asimismo, si nos encontramos en presencia de un hardware no sustancial y un software no cualificado, las posibilidades de desarrollar un orgware que responda a lo planteado es prácticamente imposible. Su estudio puede estructurarse sobre dos ejes fundamentales: I) La organización del personal burocrático para producir insumos de planificación y gestión; II) Las vinculaciones entre ambos tipos de personal (político-administrativo burocrático).

I) Analizar la organización del personal administrativo-burocrático implica comprender cómo está estructurado el mismo en el seno de determinadas oficinas del estado para implicarse en el proceso de desarrollo e implementación de las políticas públicas territoriales. Una manera contundente de analizar esta estructuración consiste en verificar la existencia de equipos técnicos conformados por personal técnico-burocrático, destinados a: a) la “producción de ideas”, contando para ello con un staff, selectivamente conformado con el personal más jerarquizado, con cuerpos teóricos actualizados y el manejo de un sólido instrumental analítico y que tenga como destino producir conocimientos teórico-empíricos bien articulados y estrategias de acción futuras; b) la generación de información específica y pertinente para el desarrollo de las actividades de las oficinas estatales; c) la realización de una gestión cualificada de los instrumentos y los recursos analizados en el hardware y el software. En el caso que estos equipos existan, se impone a su vez una evaluación de las características y las calidades de los mismos, considerando para ello su origen y, fundamentalmente, su permanencia y transformaciones
. 

II) el análisis de las vinculaciones del personal político y administrativo, por su parte, involucra aspectos cuantitativos como cualitativos. Desde lo cuantitativo, resulta relevante la observación de los coeficientes de personal político con relación al personal burocrático-administrativo, considerando tanto su evolución individual como comparada con otras áreas ministeriales y oficinas similares de otras instancias regionales del campo nacional e internacional. Éste constituye un indicador (absoluto y relativo) de relevancia para considerar, conjuntamente, la permanencia y cualificación de estructuras de las oficinas estatales que se estudian, la relevancia del personal político burocrático cualificado y la continuidad en las políticas públicas
. Desde lo cualitativo, resulta relevante evaluar los “ciclos de gestión” observando el recambio de personal político y el posible retiro cíclico de recursos humanos del “área política”, vaciando las estructuras estatales. En verdad, detrás de la línea de evaluación sugerida, se sitúa un marco analítico típico ideal en el que las estructuras administrativo burocrático actúan como “soportes permanentes” de un personal político exigido en su cualificación, comprometido en el desarrollo de una alta capacidad de gestión, y de un personal administrativo-burocrático cuya acción excede el campo de gestión y se implica en la elaboración misma de las políticas públicas.
2.2. Las capacidades estatales infraestructurales: evaluación del enraizamiento y sinergias

La precisión de las capacidades del Estado (al nivel regional) para el desarrollo de políticas de acumulación a nivel meso requiere, además, la determinación de las capacidades infraestructurales, es decir un análisis que permita considerar el “enraizamiento” de las oficinas estatales y el desarrollo desde las mismas de procesos dinámicos de interacción sinérgica con los actores económicos y territoriales con los que se procura desarrollar las redes dinámicas de acumulación territorial. La ausencia de este último aspecto, conllevaría el enfrentamiento de los límites que imponen el aislamiento de las oficinas político-burocráticas, el empobrecimiento en el management de los instrumentos, y la baja efectividad de las políticas públicas. Su evaluación exige una plétora de instrumentos para su indagación, pudiéndose analizarlas a través de tres líneas básicas:

I) El reconocimiento, desde los actores a los cuales se dirige la acción política, de los mecanismos de implicación de las oficinas estatales;
II) La evaluación por esos actores, de las capacidades estatales y de los efectos de la acción;
III) La evaluación, por esos mismos actores, de las interacciones efectivas establecidas con las oficinas estatales.

I) El reconocimiento de los mecanismos de implicación precisa, primero, determinar la existencia misma de mecanismos formales o semi-formales que contemplen una participación de los actores territoriales con los que se procura desarrollar las redes de actuación en el estado; segundo, constatar el involucramiento efectivo con los actores referidos. La existencia de estos aspectos posibilita la generación de co-responsabilidad en la elaboración de los planes y en las estrategias implementadas por las oficinas para potenciar las redes territoriales de acumulación; y, a su vez, un mecanismo idóneo para superar el aislamiento, reconocer las demandas y recuperar la información de los actores involucrados en dichas estrategias.

II) El segundo aspecto transita por la evaluación individual y comparativa efectuada por los propios actores a los que se dirigen sus estrategias de intervención, con relación a las potencialidades y los impactos efectivos obtenidos por dichas estrategias en el escenario productivo territorial. Resulta fundamental considerar en dichas indagaciones: a) la incidencia que –en su opinión– tienen las oficinas estatales encargadas de la aplicación de las políticas; b) el impacto específico por ellos adjudicados a las políticas generadas por estas oficinas; c) las capacidades internas (nivel de organización y la calidad de recursos humanos y recursos materiales) conque cuentan para el desarrollo de sus políticas; d) la incidencia efectiva que dichos actores consideran tener en la elaboración de la política. 

III) El último aspecto es el del examen, por parte de dichos actores, de las interacciones por ellos establecidas con las oficinas estatales para la generación e implementación de las estrategias de intervención. Para ello, entre otros aspectos: a) se debe precisar la existencia y calidad de las interacciones, evaluando la temporalidad, formas, regularidades y evaluación cualitativa; b) y se debe cotejar esas evaluaciones con las efectuadas por los funcionarios políticos y el alto staff de las oficinas estatales, buscando no sólo identificar las convergencias y diferenciaciones en las lecturas, sino también, a partir de ello detectando los vacíos que bloquean el “enraizamiento”. 

2.3. Résumé
Hemos indicado al inicio del trabajo que la capacidad de actuar reversivamente sobre los legados y las trayectorias históricas adversas nos conducía a la necesidad de contar con un Estado redefinido en sus morfologías y en sus contenidos. Esto es, un Estado multiescalarmente articulado (en y entre los niveles nacional, regional y local), pero con epicentro regional, que posibilite motorizar las redes de actores económico-productivos regionales, y obtener a través de ellas ventajas estáticas y dinámicas que potencien el proceso de acumulación. Para ello, hemos indicado la necesidad de contar con estructuras estatales (regionales) donde se hagan presente un conjunto de capacidades internas e infraestructurales, y hemos destacado el papel fundamental que dichas capacidades poseen para que las regiones (centrales o periféricas) desarrollen (y a veces se les imponga) nuevos aprendizajes que construyan ambientes de fuerte articulación sinergizadora entre actores económicos e institucionales. Sobre el reconocimiento de esta relevancia, hemos procurado volcar un conjunto detallado de pautas, seguramente perfectibles, que permiten la indagación empírica de las capacidades estatales (regionales) en sus respectivos contextos territoriales. La apelación al esquema interrelacionado hard-soft-orgware para la determinación de las capacidades internas, y el buceo del “enraizamiento” de la estructura estatal regional (capacidades infraestructurales), ganará precisión y riqueza, en la medida que nuevos y, en lo posible, comparativos estudios, ganen presencia tanto en el centro como, y sobre todo, en nuestra golpeada periferia latinoamericana.
3. Capacidades estatales al nivel regional: el caso del estado de la Provincia de Santa Fe

3.1. Precisiones metodológicas

Niveles, áreas, y sectores estratégicos de la estatidad para la evaluación de las capacidades 

Nuestra insistencia sobre la necesidad de recuperar la implicación estatal como un “motor” de los procesos de desarrollo a partir de la reconsideración de las capacidades estatales no puede reverenciarse como una generalidad. Debe partirse de reconocer con Skocpol, que ni existe un solo tipo de capacidades estatales, ni éstas se esparcen generalizadamente en la totalidad de las estructuras estatales (Skocpol, 1989). Pueden encontrarse Estados centrales poderosos con instancias regionales “discapacitadas” o viceversa; así como, al nivel territorial, pueden identificarse oficinas estatales que, producto de un social learning intraestatal diferenciado, cuentan (y han contado) con capacidades de implicación sustancialmente diferentes, como mostraron en su momento para el caso estadounidense Skocpol y Finegold, comparando las respuestas de las Secretarías de Agricultura e Industria en el marco del New Deal (Skocpol; Finegold, 1982). 

Dado ello, corresponde interrogarnos ¿en qué áreas adquiere relevancia estratégica el desarrollo de las capacidades para que los niveles regionales del Estado desarrollen los nuevos contenidos de su implicación vinculados a la potenciación de los procesos productivo-industriales? Las respuestas requieren precisar tres aspectos de la estatidad: a) los niveles de acción sistémica; b) las áreas temáticas de decisión;  y c) los campos sectoriales de reproducción.
a) Respecto de los niveles de acción sistémica, y atendiendo al ya clásico esquema sistémico de la competitividad (Esser; Hillebrand, Messner; Meyer-Stamer, 1999), el nivel meso de la acción e implicación estatal (Messner, 1998; Messner, Meyer Stammer, 2000), caracterizado por el estado provincial es el más directamente vinculado –aunque no el único– en la organización colectiva de los actores económicos e institucionales al nivel regional. 
b) Respecto de las áreas temáticas de decisión, encontramos: (i) Áreas de Gobierno, que involucran los campos de la administración general encargados de coordinar desde el ejecutivo la acción de los poderes institucionales regionales, el alineamiento de los actos de gobierno, y la garantía de las condiciones de seguridad. Comprende los ministerios, direcciones y secretarías de Gobierno y Seguridad. (ii) Áreas Sociales, que implica las instancias directamente ligadas a la legitimación social. Se incluyen los ministerios, direcciones y secretarías de Salud y Educación, y los institutos regionales de la Seguridad Social, promoción o ayuda comunitaria. (iii) Áreas Económicas, vinculada al sostenimiento directo del proceso de acumulación regional, incluyendo a las oficinas que desarrollan las políticas económico-productivas territoriales. Comprende a los ministerios, direcciones y secretarías de Economía, Hacienda y Producción. Nuestro argumento sobre la necesidad de recurrir al estado, actuando como “motor”de la potenciación de los procesos productivos territoriales, centra la problemática de las capacidades en las áreas económicas de la estatidad regional que, por la especificidad de sus objetivos, tienen una vinculación con dicho proceso de acumulación. 

c) Finalmente, respecto de los campos sectoriales de reproducción, y sin negar la influencia que ha ido adquiriendo el sector servicios, la industria parece ocupar el lugar estratégico para la intervención estatal, sobre todo atendiendo a que este sector ha mantenido incólume su presencia en la orbita de los países centrales, y su crecimiento fue paralelo al crecimiento del producto total global (Nochteff, 2000). Mas aun, y aun cuando se afirma la pérdida de centralidad del sector industrial como generador de empleo respecto del sector servicios (Castells, 2000), las experiencias exitosas del este asiático han mostrado un creciente crecimiento del empleo asalariado industrial (Kulfas y Ramos, 1999), y han logrado salir de posiciones periféricas hacia posiciones centrales (Japón) o semiperiféricas (Corea y Taiwan). 
Fundamentos espaciales y temporales del análisis de caso: la provincia de Santa Fe en los 90s
La selección temporal y espacial del estudio no es arbitraria. Si nuestra pregunta inicial nos conducía a verificar si las transformaciones ocurridas durante el proceso de reformas estructurales en América Latina habían consolidado la jerarquización de las estructuras institucionales estatales para la potenciación de los procesos productivos, especialmente, y en nuestro caso, al nivel meso regional, debemos decir que Argentina, durante los 90s (período donde se produjeron y consolidaron las reformas más importantes), fue presentada internacionalmente como “un caso ejemplar” del programa de transformaciones, no solo por la envergadura de las medidas adoptadas sino por su prolijidad en la aplicación de las recetas recomendadas por los OFIs. La provincia de Santa Fe, por su parte, eje de nuestro aterrizaje empírico, además de constituir una de las principales provincias argentinas, fue también, durante los 90s, y en el marco de las transformaciones ocurridas en el estado nacional, un ejemplo de gestión fiscal, retiro del estado, y downsizing, acorde a los requerimientos de los organismos internacionales.

Resta aun especificar, en la imposibilidad de referirnos a la generalidad del estado, qué oficinas del área económica (área temática) y del sector industrial (campo sectorial) son estratégicamente relevantes para el desarrollo de las capacidades estatales para potenciar las estrategias de desarrollo productivo regional. Dentro del área económica del estado de la provincia de Santa Fe, junto al Ministerio de Hacienda, encontramos al Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio (MAGIC), al que nos referiremos para su estudio. Dentro de éste identificamos tres oficinas centrales en la promoción de las estrategias de desarrollo industrial, a las que denominaremos como OEPER (Oficinas Estratégicamente Prioritarias del Estado Regional): La Dirección General de Industrias (DGI), encargada de la promoción de la actividad productivo-industrial; La Dirección General de Desarrollo Regional y Local (DGDRyL), ligada a la promoción de actividades de desarrollo regional en el marco de la cooperación público-privada de las entidades empresariales y educativas; La Dirección Provincial de Ciencia y Tecnología (DPCyT), vinculada al desarrollo de las actividades científico-tecnológico que resulten útiles a los sectores productivos.  

Precisado el marco temporal y espacial, así como las áreas de indagación específicas del estado regional (OEPER), podemos entonces volver a nuestro interrogante inicial: ¿se jerarquizaron efectivamente las áreas estatales más relevantes para promover procesos consistentes de desarrollo durante el proceso de transformaciones de los 90s? 
3.2. Análisis del caso: el Estado Provincial de Santa Fe 

Atentos a la presentación metodológica que hicimos para el análisis de las estructuras del estado, y sin desconocer la necesidad de un análisis completo de las capacidades (internas e infraestructurales), en este trabajo –y por cuestiones de espacio– nos referiremos solo a la verificación de las capacidades internas y dentro de ella, a los aspectos del Hardware estatal, verificando: a. el comportamiento del financiamiento internacional; b. el comportamiento de los recursos endógenos; c. el comportamiento de las OEPER seleccionadas en el marco del MAGIC. 

EL HARDWARE ESTATAL REGIONAL 

a. El Financiamiento Internacional y su presencia en la estructura estatal provincial
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El financiamiento internacional en el nivel provincial estuvo presente desde comienzos de los ´90, y lejos de disminuir como se suponía, a medida que las reformas estructurales se fueran consolidando, creció a lo largo de la década (gráfico Nº 1).

La observación de esta creciente presencia del financiamiento externo gana mayor relevancia cuando observamos el impacto al nivel de la “capacidad de fuego”
 conque cuenta el Estado para el desarrollo de políticas estructurales, en este caso, cuando evaluamos el impacto en el ámbito de la inversión real del Estado provincial de la década del ´90.

La participación de las estructuras estatales en el financiamiento internacional
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En ese marco, ¿cuáles fueron las estructuras estatales que asumieron posición hegemónica en la gestión y manejo de fondos, y cuales fueron las instancias receptoras finales que utilizaron efectivamente esos financiamientos? En lo que respecta al primer aspecto, el Ministerio de Hacienda y Obras Públicas (MHyOP) llegó a convertirse en la responsable de tomar casi el 90% del financiamiento internacional. Frente a esta centralidad del Ministerio de Hacienda como tomador de financiamiento, el Ministerio de la Producción (MAGIC) –donde se desenvuelven las tres OEPER bajo estudio– mostró una notable debilidad para actuar como tomador de su propio financiamiento. Como se observa en el gráfico Nº 2, dicha instancia ministerial (MAGIC) sólo actuó como contratante directo del 2% del total de financiamiento internacional por el que se endeudó el gobierno provincial durante esa década del ´90, siendo importante señalar que, luego de 1996, la titularidad de la administración de esos recursos pasó al MHyOP.
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Ahora bien, mayor entendimiento tendremos si analizamos el destino (objetivos) de ese financiamiento internacional. Es factible considerar que el MHyOP no sólo actuó como principal tomador de ese financiamiento, sino también cómo protagonista privilegiado en su uso, ya que el MHyOP: i. receptó y administró el Préstamo para la Reforma Provincial (denominado PRL, o de saneamiento financiero, que, con 330 millones de USD, representó el 50% de todo el financiamiento internacional); ii. administró la mayoría de los recursos destinados a infraestructura (donde acaparó el 64% del 30% del total del financiamiento externo); iii. administró con exclusividad el rubro “compensaciones por daños de fenómenos extraordinarios” (13% del total de financiamiento). El Ministerio de la Producción (MAGIC) dio cuenta nuevamente de una participación irrisoria (Gráfico N° 3). 

Las estructuras estatales (MAGIC) y su “capacidad de fuego” (inversión real)

Regresando al análisis de la “capacidad de fuego” estatal representado por la inversión real provincial, y examinada ésta en su distribución por Ministerios, nos encontramos una vez más con el posicionamiento hegemónico del MHyOP, y con la debilidad estructural del MAGIC. Mientras el MHyOP alcanzó una participación promedio del 44% de la inversión real provincial, y el Ministerio de Educación representó un 13% de ese total, el MAGIC se desempeñó con un insignificante 0,18% (Gráfico Nº 4). Ahora bien, qué participación tuvo en esa inversión real el financiamiento internacional? El Ministerio de Educación alcanzó el 36% en la segunda mitad de la década, y en el caso del MHyOP alcanzó una cifra aproximada a las 2/3 partes durante los 90s (Gráfico Nº 5). Conjuntamente, ambos ministerios, durante los 90s, recibieron una participación “externa” en la inversión del 53%
. 
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Résumé: la información disponible da cuenta que los recursos provenientes del financiamiento internacional -que eran prácticamente inexistentes al inicio de la década- se fueron posicionando como un elemento dominante en el proceso de inversión del Estado provincial examinado, e incluso, aumentaron antes que disminuir como resultado de la consolidación de las reformas estructurales. En la capitalización de ese financiamiento, como acabamos de ver, adquirió un posicionamiento dominante y expansivo el MHyOP, colocado tanto como principal tomador y receptor de los fondos de financiamiento. Por su parte, actuando como receptor privilegiado, pero ubicado como segundo anillo de la distribución, se posicionó el Ministerio de Educación. En forma contrastante, aquellas estructuras estatales que hemos resaltado en la primera parte como instancias estratégicas porque intervienen directamente en la potenciación de los procesos productivos regionales -en nuestro caso las instancias estatales del Ministerio de la Producción (MAGIC)-, asumieron una participación claramente marginal, cuando no inexistente. 

b. Los Recursos Endógenos: observación comparada del área económica 

Podríamos preguntarnos aquí si los recursos endógenos (canalizados a través de la estructuras presupuestarias ordinarias y que provienen tanto de los fondos coparticipables como de los impuestos propios) actuaron compensadoramente ante el debilitamiento que la toma y distribución del financiamiento internacional generó sobre aquellas estructuras estatales directamente vinculadas a la promoción de los procesos productivos. Consideraremos para ello, comparadamente, las distintas grandes áreas dentro de las cuales se desenvuelven las estructuras ministeriales que venimos trabajando (área económica, área social, y área de gobierno). La evolución del gasto (con recursos endógenos) de la administración central del gobierno provincial da cuenta de un comportamiento claramente orientado a atender en forma creciente las instancias estatales ligadas al welfare (área social) más que aquellas que podrían comprometerse en el sostén “keynesiano” a los procesos productivos (área económica) (Grafico Nº 6). En forma estática, sólo la cuarta parte de los recursos fueron asignados al área económica, mientras que el área social retuvo casi el 60% del total de gastos de la administración central (gráfico Nº 7).
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El comportamiento de las áreas estatales en relación con la capacidad de acción externa
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Las erogaciones expuestas anteriormente pueden ser analizadas también distinguiendo los tipos de recursos (uso o destino principal del gasto) asignados a cada área estatal, diferenciando aquellas erogaciones fundamentalmente destinadas al mantenimiento operativo de las áreas consideradas (gastos corrientes) de aquellas vinculadas a desarrollar principalmente las acciones externas con las que se procura lograr sus objetivos (gastos de capital).  Atendiendo a esta diferenciación, el área social, donde como vimos se han volcado los mayores recursos endógenos, se fueron destinando año tras año mayor cantidad de recursos fiscales a efectos de cubrir erogaciones corrientes, esto es, gastos que sirven para “mantener la máquina en funcionamiento”. En forma contrastante, el área económica mantuvo prácticamente los gastos corrientes en la primera mitad de la década, disminuyendo notoriamente su participación en el total en este rubro de erogaciones (gráfico Nº 8). 

Pero, la comparación se vuelve más enriquecedora cuando analizamos los gastos de capital, dando cuenta que el gasto de las estructuras ministeriales del área económica cuyos objetivos exigen una sustancial acción externa, tiene como nota relevante que desciende particularmente con posterioridad a la crisis mexicana del tequila, que impactó notoriamente en el contexto nacional y provincial, observándose un comportamiento pro-cíclico consistente en usar los gastos de capital como variable de ajuste en oficinas estratégicas, como las del área económica. En ese sentido, se observa una gibarización de las áreas vinculadas a la motorización de los procesos de producción y cualificación de los actores económicos, mientras los gastos de capital se expanden en áreas gubernamentales que, dentro de la administración general de gobierno, tienen a la seguridad como una de sus variables centrales (gráfico N° 9).
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El comportamiento del Ministerio de la Producción (MAGIC) en el escenario provincial

El análisis se vuelca ahora directamente sobre la estructura ministerial seleccionada, el MAGIC, para evaluar su comportamiento en el conjunto de la estructura estatal provincial y en forma comparada con otros ministerios, dentro y fuera del área económica. Como primer aspecto, y en relación a los recursos endógenos, vemos que a lo largo de toda la década del 90, el MAGIC no participó -en ninguno de sus años- con recursos que alcancen al menos el 3% de los asignados a la administración central del Estado provincial, sin experimentar alguna variación en las asignaciones que indiquen un cambio de dirección en relación a la relevancia asignada a esta área ministerial (gráfico Nº 10). Mas específicamente, diferenciando los gastos de capital y corrientes, e intentando detectar a través de los primeros la capacidad de acción externa del Ministerio analizado, constatamos que esta última ha sido extremadamente reducida, dado que los gastos corrientes representaron para los años 1991, 1992, 1996 y 1997 más del 99% del total de erogaciones del MAGIC, en tanto que para el resto de los años del período analizado oscilaron entre el 90 y el 94% (gráfico Nº 11). Se verifica de ese modo, la escasa capacidad de intervención con recursos propios que el gobierno provincial le asigna a un Ministerio cuya responsabilidad está precisamente centrada no sólo en la planificación de las políticas de desarrollo, sino también, y fundamentalmente, en la potenciación de los procesos de acumulación territorial.
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El MAGIC en perspectiva comparada con el Ministerio de Hacienda (área económica)

Desde un punto de vista estratégico, tanto el MHyOP como el MAGIC aparecen al interior del área económica, cumpliendo roles específicos, complementarios y sin subordinación funcional. Mientras al primero le cabe la administración de los recursos fiscales y el establecimiento de los lineamientos generales de política economía provincial, el MAGIC debería cumplir el rol de promotor de los procesos de expansión y cualificación de la producción y comercialización tanto en lo agropecuario como en lo industrial. Ahora bien, como se desprende del gráfico Nº 12, el MHyOP concentró entre 1991 y 2000 alrededor del 95% del total de gastos asignados al área económica. 

Más aun, atendiendo a esos roles señalados, el MAGIC no sólo debería contar con una participación equilibrada de los recursos asignados al MH, sino que debería poseer una cuota importante de los gastos de capital del área económica, que le permita garantizar el cumplimiento de sus objetivos estrechamente vinculados a acción externa centrada en la promoción de los procesos de acumulación territorial. Sin embargo, lejos de verificarse ello en la realidad y en forma inversa, el rubro principal de los gastos de capital, Inversión Real con que cuenta el MAGIC entre 1991 y 2000 tuvo una participación media inter-anual del 0,69% del total de gastos de capital del área económica (gráfico Nº 13). Es decir que el 99% de los gastos en Inversión Real dentro del área económica quedaron en manos del MHyOP durante esa gran porción de la década de los 90s. 
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Finalmente, es relevante resaltar que el total de fondos comprometidos en los programas del MAGIC durante los ´90s resulta insignificante en relación con la recepción de fondos de programas internacionales de financiamiento recibidos por el MHyOP. Si se toman en cuenta aquellos programas financiados únicamente con partidas del tesoro provincial, tenemos un valor total por $ 72.319.487,38 lo que representa sólo  un 38% respecto a los programas con fondos exógenos de iguales características que administra el MHyOP. Aun sumando la totalidad de los fondos pertenecientes a programas a los fondos endógenos, los recursos del MAGIC no alcanzan sino sólo  a representar el 7% frente al 93% que controló el MHyOP (gráfico Nº 14).

El MAGIC en perspectiva comparada con la Secretaría de Promoción Comunitaria (área social)
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En relación con la Secretaría de Estado y Promoción Comunitaria -SEyPC- situada en el área social, y encargada de la coordinación y ejecución de programas sociales tendientes a contrarrestar los problemas de exclusión social, marginación y pobreza, la diferencia de recursos erogados entre una y otra oficina son evidentes. El MAGIC no logró alcanzar la mitad del gasto efectuado por Promoción Comunitaria siquiera en un solo año en que los datos permiten la comparación durante los 90s (gráfico N 15).

Résumé: la información disponible, da cuenta que, existió a lo largo de toda la década y en forma creciente, un mayor destino de fondos de carácter endógeno al área social por sobre el área económica. El porcentaje de participación del MAGIC en el gasto endógeno del Estado provincial fue muy inferior (siempre en torno al 0,5% y 1,5%, salvo para 1999) en comparación con el Ministerio de Hacienda. Al interior del área económica, el MAGIC tuvo -nuevamente en comparación con el Ministerio de Hacienda- una muy escasa participación en el gasto endógeno; y hacia fuera del área económica, en comparación con la Secretaría de Promoción Comunitaria (área social), el MAGIC se mantuvo en todos los 90s por debajo de la mitad del gasto que realizó dicha secretaría. Es decir, el comportamiento del MAGIC 

c. El comportamiento al interior del MAGIC: las OEPER seleccionadas 
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El MAGIC posee dos grandes áreas de ejecución de políticas y acciones, una vinculada al sector agropecuario, y el otro al sector industrial. Al realizar una primera aproximación sobre la distribución de los recursos entre ambas áreas, vemos que existe una preponderancia significativa de apoyo a las actividades agrícola ganaderas por encima de aquellos las que se vinculan con la promoción de la dinámica industrial (Grafico Nº 16). En tanto que al ingresar en la exploración de las capacidades internas de las OEPER a través del análisis del hardware, observamos cómo durante el período en estudio, los recursos endógenos de estas oficinas no representaron valores significativos en la distribución presupuestaria total del MAGIC, mostrando una participación promedio total del 12% de los recursos presupuestarios (gráfico N° 17).
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Al profundizar el análisis, comparando la totalidad de los gastos del MAGIC frente a los de las OEPER, puede observarse que, mientras en torno a los “gastos de personal” existió una tendencia a reproducir los flujos presupuestarios generales del resto del ministerio, donde las OEPER mantuvieron participaciones estables frente a los flujos totales del MAGIC, en lo que refiere a los “gastos de capital” la participación relativa de estas OEPER no sólo fue sustancialmente menor que en los gastos de personal (aquí con una participación de alrededor del 3% frente a un 9,5% en los gastos de personal), sino que además esos gastos de capital de las OEPER fueron reduciendo todavía mas su  ya escasa presencia (grafico Nº 18).

Capacidad de Fuego: la dependencia de recursos exógenos

Al configurarse una marcada ausencia de recursos endógenos asignados a las OEPER que les permitan implementar políticas de acción externas en forma autónoma
, éstas pasaron a depender del financiamiento de diversos programas específicos, que se financiaron con recursos enteramente exógenos, de diversos orígenes (Provinciales y Nacionales). De este modo, las OEPER, aparecieron como gestoras de recursos sobre los que carecían de capacidad decisional directa. Estos recursos exógenos asumieron durante el período en estudio una relevancia central, representando en torno al 75% del total de los recursos empleados por las tres oficinas (grafico Nº 19). 
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Résumé: el comportamiento de las OEPER del MAGIC durante los 90s, se caracterizó por: el ámbito al que pertenecen las OEPER dentro de la esfera del MAGIC (ámbito de la producción industrial) ha tenido una participación menor en términos de cuantía de recursos y capacidad de gasto- en comparación con el ámbito vinculado a la actividad agropecuaria; dichas OEPER participan en un porcentaje ínfimo en el total de gastos (endógenos) de MAGIC; de los recursos recibidos por las OEPER (y en forma aún más agravada que en el MAGIC) la mayor parte fue afectada al mantenimiento operativo y del personal de las propias OEPER, siendo muy reducido los gastos de capital, dejando con ello a estas oficinas con una muy baja capacidad de acción externa; existe finalmente una proliferación de programas de financiación “externa” que atraviesan las oficinas, los que, al representar recursos que no son propios, dejan a las oficinas con escasa capacidad de decisión directa sobre los mismos. 

Conclusiones 

Iniciamos este trabajo indicando el reclamo existente desde los gobiernos latinoamericanos hacia una mayor implicación de las estructuras estatales que, en el marco de los actuales procesos de reestructuración postfordista, dé verdadero soporte a los procesos productivos a escala regional para la potenciación de las ventajas estáticas y dinámicas que permitan la inserción de las instancias regionales en los más dinámicos procesos de globalización. Señalamos en ese marco la necesidad de que, para enfrentar dichos desafíos, se debe contar con estructuras estatales altamente capacitadas que otorguen a la institución estatal tanto autonomía en su accionar como un adecuado enraizamiento con los actores productivos que potencie las sinergias territoriales. 

A partir de que durante los 90s Latinoamérica fue receptora de un fuerte proceso de transformaciones estructurales con eje en el estado, nos preguntamos si dichos procesos habían jerarquizado las estructuras estatales vinculadas a la promoción de los procesos productivos, y si consecuentemente, se fortalecieron las capacidades estatales (regionales) de esas áreas estratégicas. En la escasez de profundizaciones teórico-metodológicas, y empíricas sobre la temática, y superando las declamaciones hacia la importancias de las calidades institucionales estatales, y mas aun, intentando revertir las desacreditaciones ab initio de la implicación estatal por falta “supuesta” de capacidades, propusimos una metodología resaltando los aspectos centrales que debieran ser considerados en una verificación de las capacidades estatales (al nivel regional), y aplicamos dicha metodología a una provincia central y relevante (Santa Fe) perteneciente a un país que actuó como modelo y “vidriera” de las reformas estructurales (Argentina). 

Específicamente en el caso analizado, y solo vinculado al HARDWARE estatal regional, hemos visto que no solo existió una debilidad de las estructuras productivas regionales otorgada por el financiamiento externo, sino que dicha debilidad fue potenciada por la escasez de recursos asignados desde el propio estado provincial. A su vez, las oficinas y áreas estatales que, por su trascendental relevancia (objetivos y metas) estaban en mejores condiciones de llevar a cabo una estrategia económico-productiva sólida al nivel regional, no solo han ido progresivamente socavando su ya escasa potencialidad durante todo el proceso de transformaciones estructurales de los 90s, sino que dicho socavamiento las ha enflaquecido aun mas que otras oficinas y áreas estatales rezagándolas en importancia ante, por ejemplo, las estructuras de legitimación social. 

La evaluación diagnóstica solo podrá revertirse si existe un planteo en contracorriente a lo ocurrido en los 90s que devuelva la centralidad de las áreas prioritarias para la potenciación de los procesos productivos regionales y se centre en la construcción de capacidades como objetivo de mediano y largo plazo. Solo así podrán los gobiernos latinoamericanos saciar el reclamo, y hacerlo efectivo, hacia una mayor implicación –positiva– del estado en los procesos de desarrollo. 
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Fuente: Elaboración Propia  en base a datos de las Cuentas Fiscales de la Provincia





Grafico Nº 3: Financiamiento externo de la Provincia de Santa Fe, por finalidad (1991-2001)





Fuente: elaboración propia en base a datos de las cuentas fiscales Provinciales





Gráfico Nº 8: Comportamiento de los gastos corrientes de las áreas Económica y Social, en el periodo 1991 - 1997





Grafico Nº 13: Distribución de recursos dentro del área económica





Fuente: Elaboración Propia tomando como base datos obtenidos de las Cuentas Fiscales de la Provincia





Grafico Nº 2: Financiamiento externo de la Provincia de Santa Fe, por área receptora, en el periodo 1991-2001





Grafico Nº 1: Financiamiento externo total de la Provincia de Santa Fe





Grafico Nº 5: Participación del financiamiento internacional en la inversión real. Ministerios de Educación y Hacienda (Santa Fe,’90)





Fuente: Elaboración Propia, datos de las Cuentas Fiscales de la Provincia





Grafico Nº 4: Distribución de la inversión real por área ministerial





Fuente: Elaboración Propia en base a datos de las Cuentas Fiscales de la Provincia





Fuente: Elaboración propia en  base a datos de las Cuentas Fiscales Provinciales
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Gráfico Nº 6: Evolución de gastos totales con recursos endógenos por área - Santa Fe (90s) 





Fuente: Elaboración Propia en base a datos obtenidos de las Cuentas Fiscales Provinciales





Grafico Nº 7: Distribución del gasto total. Santa Fe (90s) por áreas





Fuente: elaboración propia, datos de las cuentas fiscales Provinciales
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Fuente: elaboración propia en base a datos de las cuentas fiscales Provinciales
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Gráfico Nº 9: Comportamiento de los gastos de capital, por áreas (1991-1997) 





Grafico Nº 11: Distribución gasto del MAGIC, por tipo (1991-1997)





Grafico Nº 10: Participación porcentual del gasto del MAGIC en la totalidad de la administración central del Estado Provincial de Santa Fe (90s)





Fuente: elaboración propia, datos de cuentas fiscales Prov.





Fuente: Elaboración propia, datos de cuentas fiscales provinciales





Fuente: Elaboración propia, datos de cuentas fiscales Provinciales 





Grafico Nº 12 Distribución de los recursos dentro del área económica 





Grafico Nº 14: Distribución de recursos endógenos (1991-2000)





Fuente: Elaboración propia en base a datos de las cuentas fiscales Provinciales











Fuente: Elaboración propia,  datos de las cuentas fiscales y del MAGIC (incluye gastos de la Administración Central y Programas)





Grafico Nº 15: Comportamiento comparado de las erogaciones el MAGIC y de la Secretaría de Promoción Comunitaria (1991-2000)





Fuente: Elaboración propia tomando en base a datos de las cuentas fiscales y la Secretaría de Estado y Promoción Comunitaria





Gráfico Nº 16: distribución del gasto total del MAGIC por área (1991-1997)








Fuente: elaboración propia, datos del presupuesto 





Grafico Nº 17: participación de las OEPER en recursos totales del MAGIC (1991-1997)








Fuente: elaboración propia, datos del presupuesto 








Grafico Nº 18: Comparación de gastos de MAGIC y las OEPER según tipo (1991-1997). 








Fuente: elaboración propia en base a datos del presupuesto consolidado





Grafico Nº 19: Evolución de los recursos de las OEPER según origen (1991-1997)





Fuente: elaboración propia en base a datos del presupuesto consolidado
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� La presencia de los recursos exógenos en el financiamiento de las áreas y estructuras estatales interviene en el grado de autonomía que las mismas adquieren para el desarrollo de sus programas y estrategias, como resultado de matriz de condicionamientos fijados por los “financiadores”. Por otro lado, la determinación de la forma en que participan los recursos exógenos en el gasto permite considerar la importancia asignada a las estructuras estatales insertas dentro del área económica como instancias relevantes.


� Pudiendo provenir de más de una de esas fuentes, es necesario establecer cuál (o cuáles) de ellas pueden haber incidido en mayor medida en las designaciones.


� La vinculación de la formación con las funciones que se desempeñan se inserta en la discusión sobre la preeminencia de las formas generalistas o especificistas de reclutamiento y contratación de personal en la administración pública. En tal sentido, se ha venido destacando, junto a la supervivencia de esquemas generalistas en los países de la periferia (Taylor, 1992), la creciente relevancia de las formaciones específicas (que vinculan formación con funciones específicas) para afrontar las crecientes y cada vez más exigentes demandas que recaen sobre el personal político como administrativos (Peters, 1999:190-194).


� Resulta útil precisar: en el caso de a) las producciones editadas en forma internas o externas a las oficinas estatales; los proyectos generados y que cuentan con evaluación externas positivas; la existencia y asiduidad de consultas de las áreas ministeriales; el desarrollo de planes internos; la participación en la generación de planes integrales generados dentro del área ministerial o junto a otras áreas. En el caso de b), la regularidad, calidad y endogeneidad de la información generada, precisando: la existencia de información periódica y específica para el desarrollo de las funciones de las oficinas; si la información es generada en forma endógena, o coproducida o, si la misma depende de suministro por órganos externos. En el caso de c) la efectividad de estos equipos, evaluando su evolución cuantitativa y la distribución geográfica del personal que forma esos equipos.


� Si del análisis tanto individual como comparado surgiera que los relevos de personal político son cuantitativamente relevantes, ello podría afectar la consolidación y permanencia de los equipos en las oficinas estudiadas, así como la cualificación del personal administrativo burocrático. Por el contrario, un personal político cuantitativamente acotado respecto del personal administrativo abre las puertas para un camino inverso.


� Refiere a la potencialidad de una oficina desde sus recursos económicos para hacer frente a sus objetivos. 


� Si bien la relevancia del financiamiento internacional en la inversión real de estos dos ministerios fue escasamente menor en la segunda mitad, pasando de un promedio de participación de 55% -primera mitad- a 51% en el período 1996-2000 (del total de recursos para inversión), en términos de volumen neto de recursos económicos el financiamiento internacional se duplicó, aumentando la dependencia de fondos externos. 


� Desde el punto de vista de su capacidad de gasto prácticamente la totalidad de los recursos endógenos fueron volcados al sostenimiento de la propia estructura operativa, mientras que los recursos para inversión real fueron casi inexistentes (1%).
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